El Consejero de Políticas Sociales, en relación con la pregunta escrita presentada por la Parlamentaria Foral Ilma. Sra. Dña. Amaya Zarranz Errea, adscrita al Grupo Parlamentario Populares de Navarra, sobre los posibles costes que originaría una paralización de obras del Pabellón Multiusos Reyno de Navarra Arena (8-12/PES 174), tiene el honor de informar lo siguiente:
En primer lugar, cabe señalar que a día de hoy NO se contempla la paralización de las obras que se están ejecutando en el Pabellón Navarra Arena. 

En segundo término, en la actualidad están vigentes en el desarrollo del proyecto tres contratos de asistencia y dos contratos de obras, quedando pendientes de licitar varios lotes (Adecuación del espacio de federaciones deportivas, equipamiento, marcadores, cortinas de aforo, ……etc). Por tanto, una supuesta paralización afectaría a la suspensión de todos los contratos administrativos que están en vigor para el desarrollo del proyecto.

En caso de que, hipotéticamente, se acordara la paralización de los trabajos, la suspensión de los contratos administrativos se regula en el art. 109 de la Ley Foral 6/2006, de 9 de junio de contratos Públicos.

Si la Administración decidiera, por voluntad propia, acordar la suspensión, solo podría hacerlo por motivos de interés público o por demora en el pago por plazo superior a 4 meses. Como no es el caso, la Administración debería acreditar un interés público para acordar la suspensión por voluntad propia.

En caso de que se produjera la suspensión de esta forma, se levantará un acta que será firmada por un técnico de la unidad gestora y por el contratista en la que se consignarán las circunstancias que la han motivado y la situación de hecho que se deriva de ello. El acta también será suscrita por la Dirección de obra e incluirá como anexo, una relación de la parte o partes suspendidas, la medición de la obra ejecutada y los materiales acopiados a pie de obra utilizables exclusivamente en las mismas.

Acordada la suspensión de esta manera, la Administración abonará al contratista los daños y perjuicios efectivamente sufridos por éste. A priori, es imposible determinar la indemnización que, en su caso, correspondería abonar. 

La apreciación de dichos daños y perjuicios requiere una prueba efectiva de que, como consecuencia de la actuación imputable a la Administración contratante, el contratista ha sufrido un daño real y efectivo en su patrimonio que no tenga la obligación de soportar, bien por la vía del daño emergente o por la del lucro cesante. La carga de la prueba (es decir, la obligación de acreditar el daño) corresponderá al contratista.

En cuanto al lucro cesante, la jurisprudencia considera que no basta la desaparición de una abstracta o teórica posibilidad de ganancia, sino una acreditación adecuada de la pérdida de un beneficio económico, como consecuencia de la actuación administrativa, que constituía para él una concreta y segura expectativa. Por lo que, en definitiva, han de quedar excluidos los perjuicios no suficientemente verificados, así como los eventuales, posibles o futuros.

A efectos de dilucidar qué comprende el término "perjuicios efectivamente sufridos", la jurisprudencia estima que en principio no existe limitación conceptual de los daños y perjuicios indemnizables, siempre que se acrediten como real y verdaderamente producidos y que los mismos tengan lugar a consecuencia de la suspensión.

Quedan excluidos los daños espirituales y morales que solamente tienen cabida en casos de responsabilidad extracontractual de la Administración (a través de la correspondiente reclamación de responsabilidad patrimonial) Pública, pero que no se aplican cuando de una responsabilidad contractual se trata, como es el caso (SSTS de 15 de noviembre de 2005 y de 14 de mayo de 2008, entre otras). Asimismo, la doctrina jurisprudencial (STS de 24 de abril de 2008, entre otras) estima que los conceptos que se deben integrar en la indemnización se identifican, en principio, con los elementos que se toman en consideración para determinar el presupuesto de la obra. La LFCP no determina esos elementos, pero la legislación estatal, si:

A) Costes directos

Gastos de personal.

Maquinaria.

Materiales.

B) Costes indirectos

Gastos de instalación de oficinas a pie de obra, edificación de almacenes, talleres, laboratorios o pabellones temporales para obreros, personal técnico y administrativo, siempre que tales gastos no se encuentren reflejados en el presupuesto valorado en unidades de obra o en partidas alzadas. Es decir, se trata de gastos ajenos al normal presupuesto de ejecución material de las obras, pero accidentalmente imputables a éstas.

C) Gastos generales

Son gastos propios de las empresas de construcción, con independencia de que ésta se encuentre o no ejecutando obras. No obstante lo cual, se considera que tienen incidencia sobre los contratos de obras al calcularse dichos gastos generales, conforme dispone la normativa sobre contratación administrativa, mediante la aplicación de un porcentaje que varía entre el 13% y el 17% sobre el presupuesto de ejecución material. Se trataría de los gastos generales de estructura (entre los que cabría incluir los costes comerciales por publicidad, los de administración general como material de oficina, gestión de personal, servicios jurídicos y técnicos, los costes de investigación y desarrollo, seguros de responsabilidad civil, entre otros), a los que hay que añadir los gastos financieros, cargas fiscales (IVA excluido) y las tasas legalmente establecidas.

En resumen, cabe manifestar, que NO se contempla la paralización de las obras y que en el supuesto de valorar dicha propuesta no resultaría fácil su ejecución y cálculo. En primer lugar, sería necesario justificar el interés público que motiva la decisión y dado lo avanzado de la obra resultaría complicada dicha defensa. Además, como se ha puesto de manifiesto en el presente informe, los sobre costos difícilmente calculables en concepto de indemnización a los contratistas por los daños y perjuicios producidos desaconsejan, nuevamente, la adopción de una medida de este calado.

Es cuanto tengo el honor de informar en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 194 del Reglamento del Parlamento de Navarra

En Pamplona, a 20 de diciembre de 2012

El Consejero de Políticas Sociales: Íñigo Alli Martínez

